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Posadas, 30 de Agosto de 2005

Ref: “Demandas y Propuestas de Acciones al Estado Argentino”

Sr Presidente de Argentina

Dr. Nestor Kirchner

Bs As – Capital Federal

El día martes 30 de agosto del 2005, en la ciudad de Posadas, provincia de Misiones, y habiéndose revisado y aprobado el producto del trabajo realizado en los siete (7) Foros Regionales del año 2004, 

Hemos declarado de carácter parlamentario “EL FORO NACIONAL”, encontrándose constituidas las Autoridades Originarias de los Pueblos Indígenas, enmarcado dentro de los Derechos Indígenas.

Se procede por acuerdo unánime, según los cuatro ejes temáticos debatidos (Territorio – Interculturalidad – Biodiversidad – Personalidad Jurídica) elevar las siguientes “Demandas y Propuestas de Acción al Estado Argentino”.

Lo saludamos respetuosamente y nos ponemos a su disposición para desarrollar cada una de las propuestas consensuadas en particular:

Verónica Huilipan



José Bautista Flores

     
      Coordinadora Región Sur


      Coordinador Región Norte

Demandas y Propuestas de Acción al Estado Argentino

Comisión Territorio:

“El wigka cree que la tierra le pertenece

Nosotros sabemos que pertenecemos a la tierra”

Logko (jefe político) Mapuce
      Una medida de carácter urgente: ¡Detener los desalojos en nuestros Territorios !

1. El Foro Nacional expresó un enérgico repudio al mal funcionamiento de los representantes del Pueblo en el Congreso de la Nación. Hay Proyectos de Ley que no son tratados, que esperan ser sancionadas y promulgadas, para poner fin a la angustia de cientos de comunidades que hoy están amenazadas de ser desalojadas violentamente. Igual que decenas de dirigentes indígenas perseguidos y procesados bajo cargos ilegítimos e inconstitucionales. Se trata de los Proyectos de Ley de Emergencia y de la Propiedad Indígena y la Ley de Procedimiento de la Propiedad Comunitaria Indígena.  Los diputados y senadores nacionales se encuentran alejados de los problemas terrenales enfrascados en sus luchas por candidaturas y por la carrera pre-electoral. Por esa razón, apelamos al Poder Ejecutivo para que ponga fin al estado de amenaza en que se encuentran nuestros pueblos, que no sólo somos excluidos de todas las prioridades, sino que se nos acusa penalmente con los cargos más absurdos. Es muy poca la esperanza que tenemos con un Congreso casi paralizado. Necesitamos la intervención a través de un mecanismo mas expeditivo, como por ejemplo, un Decreto de Necesidad y Urgencia, para que caigan los cargos contra nuestras autoridades y la prohibición de desalojo de las Comunidades de los Pueblos Indígenas y de titularización de las tierras comunitarias y las otras leyes para los Pueblos Originarios pendientes de sanción.

2. La cuestión de conflictos jurídicos sobre tierra – territorios, así como todos los temas referidos al derecho de los Pueblos Indígenas, debe ser de competencia federal en los términos del Convenio 169 de la OIT - Ley 24071. Esto permite unificar el derecho y el ejercicio del derecho indígena, cumpliendo el Estado Nacional con los deberes que le indica la Constitución Nacional. De otra manera Nación no solo incumple sus obligaciones jurídicas, sino que deja librado a los Pueblos Indígenas a la impunidad que hoy las provincias aplican sobre nuestras vidas y territorios.

3. Se nos debe reconocer y garantizar a los Pueblos Originarios la gestión sobre nuestros recursos naturales (control y administración), de acuerdo al art. 75-inc. 17 y al Convenio 169 de la OIT, en todo proyecto a particulares, para poner freno al uso irracional que hoy el mercado exige.

4. Ningún gobierno puede entregar a particulares territorios que, siendo nuestros, el Estado mal denomina ‘tierras fiscales’. Son Territorios Indígenas y deben  restituirse a las comunidades de nuestros Pueblos, en el marco del Convenio 169. 
5. Se debe proceder a transferir a las Comunidades de los Pueblos Indígenas  las tierras subutilizadas de propiedad privada, para dar cumplimiento al mandato constitucional y así detener la especulación y la pérdida de soberanía en medio de la angustia de comunidades que no encuentran el espacio territorial para su desarrollo. 
6. Debe establecerse jurídicamente el pre-requisito de LCFP - Libre Consentimiento Fundamentado Previo- en todo proyecto que involucre a los Pueblos Originarios, sus territorios y recursos. 
7. Restitución de lugares sagrados y de los enterratorios en donde descansan nuestros ancestros. Exigimos restitución a nuestros Pueblos en forma inmediata de esos espacios que hoy están en manos privadas  y del estado. Que el estado garantice el pleno respeto de los sitios sagrados, tanto los que no han sido tocados  como los que han sido profanados.
8. Instruir al órgano competente del Gobierno para la construcción de un registro de los recursos naturales de Pueblos Indígenas. 

9. Exigimos al Estado que adopte en su derecho interno -de conformidad con el artículo 2 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos- las medidas legislativas, administrativas y de cualquier otro carácter que sean necesarias para crear un mecanismo efectivo de delimitación, demarcación y titulación de las propiedades de los Pueblos Indígenas, acorde con el Derecho Indígena.(Ver Anexo: Caso Awas Tingni ).

10. Los derechos territoriales de Libre determinación de los Pueblos Indígenas se basan en su propio derecho y  en las prácticas tradicionales y milenarias. Independientemente de que cuenten o no con un título formal de propiedad, existe el derecho de posesión. Se debe establecer un Registro de la Propiedad Comunitaria de los Pueblos Indígenas, con el reconocimiento de la demarcación territorial determinada por los Pueblos Indígenas, facilitando los recursos económicos y técnicos necesarios. 

11.  Debe el Gobierno reformular el uso de la Coparticipación en el presupuesto nacional para llevar adelante nuestro propio desarrollo. Esto significa una redistribución del presupuesto del Estado para garantizar el funcionamiento de las instituciones propias de cada Pueblo Indígena. 

12. Se exige la paralización de toda decisión de municipalización y/o ampliación de ejido municipal que involucre a las tierras indígenas, inclusive aquéllas en proceso de demarcación y homologación, a la vez se debe establecer procedimientos tendientes a mantener su integridad y autonomía. La formación de municipios en territorios indígenas debilita sus instituciones. 

13.  Que implemente el estado el co-manejo en territorios compartidos con Áreas Protegidas. En los territorios entre comunidades se debe ejercer un derecho colectivo que rija respecto de las normas de biodiversidad.  
14. El estado debe garantizar la libre circulación entre los Pueblos Indígenas separados por fronteras estatales, creando un sistema avalado por los Pueblos Indígenas de los respectivos estados que ocupen. Cada Pueblo definirá el mecanismo de control para el ejercicio de ese derecho. 
15. El Estado debe incorporar la propiedad comunitaria, ya establecida en la Constitución Nacional, los pactos internacionales y el Convenio 169. Es un concepto vital, por ello debe promulgarse como derecho real autónomo. Hasta ahora, las formas de propiedad reguladas en el Código Civil (de tradición romana) son inadecuadas para el reconocimiento de la posesión y propiedad de tierras ancestrales. 

Comisión Biodiversidad:

“Ñaupas yachas kan, na astaan kunan noqä yachani” 

“Lo viejo sabido, más lo que ahora sé”

  Gran Hermano Tonocoté Benicio 

1. Exigimos el respeto y aplicación a nivel nacional del artículo 8 J del Convenio de Biodiversidad sobre conocimiento tradicional. Nos oponemos a cualquier registro o patentamiento  sin garantía de los derechos sobre conocimientos y recursos biológicos. Es el mecanismo de resguardo hasta que se sancionen los mecanismos jurídicos que garanticen nuestros conocimientos y prácticas tradicionales, hoy codiciadas y expoliadas por los laboratorios, universidades e industrias farmacéuticas. 

2. Recomendamos a nuestras Comunidades y Pueblos Originarios a negarse a dar cualquier tipo de información a personas e instituciones ajenas a nuestros Pueblos, como así también no consentir ningún relevamiento de nuestros saberes y biodiversidad.

3. Definida la globalización como la planetarización del flujo de información, bienes y servicios. Y teniendo en cuenta que esto implica una sobre explotación de recursos de toda índole para satisfacer un consumismo salvaje, es indispensable tomar las medidas necesarias para el diseño y aplicación de nuevas políticas efectivas y concretas. Para atender tres problemas ambientales graves, tanto que cada uno de ellos responde a un convenio internacional específico. Estos problemas son: pérdida de la biodiversidad, cambio climático y desertificación.  Por todo ello, proponemos una revisión de toda la legislación vigente relacionada con estos convenios con participación de los Pueblos Originarios en este proceso, en el marco del Convenio 169 y el art. 75, inc. 17 de la Constitución .

4. Diseñar políticas de salud que articulen la Medicina Tradicional con la Medicina Institucional, como una manifestación de respeto y reconocimiento de los conocimientos y prácticas indígenas, que han sido milenariamente sistemas medicinales que nos permitieron mantener la armonía de cuerpo y alma.  Se debe ya romper el concepto racista que nos impone una relación de cultura superior  sobre cultura inferior.

5. Destacar, como una de las estrategias para la consecución de este objetivo, la formación intercultural  de las personas que realizan actividades relacionadas con la salud  en ambos sistemas médicos. Los sanadores deben ser rentados. Se nos debe el reconocimiento de la curación de enfermedades desde nuestras distintas cosmovisiones. Que nos sea reconocido legal, concreta y efectivamente el fortalecimiento conciente de la medicina propia, (es científica, cura las enfermedades). Recuperar todo el conocimiento ancestral para su transmisión a las generaciones futuras. 

6. Fomentar el intercambio de conocimiento medicina y de alimentos tradicionales orgánicos entre los distintos Pueblos, para preservar nuestra salud integral. Los lugares donde crecen nuestras plantas medicinales deben ser preservados y cuidados sólo por nosotros.

Sobre áreas protegidas:

7. Ninguna de las figuras o status de manejo que están establecidas por la ONU –Reservas de Biosfera, Patrimonio de la Humanidad, etc.-, deben significar la exclusión o el desarraigo de las Comunidades pertenecientes a Pueblos Originarios, dado que nosotros somos parte esencial para la conservación y sostenimiento de sus ecosistemas; 

8. Exigimos al Gobierno que se creen leyes específicas para la protección de la Biodiversidad, sustentadas todas en nuestra cosmovisión de Pueblos Originarios;

9. Ante áreas que ya han sido declaradas protegidas, ‘patrimonio de la humanidad’ u otras, exigimos el control y administración de nuestros territorios involucrados, y que siendo sus verdaderos dueños hemos sido afectados por la decisión inconsulta;

10. Necesidad de que se considere el sistema de co-manejo (Administración conjunta entre el Estado y los Pueblos Indígenas) en la administración de todas las áreas protegidas con presencia indígena -actual o histórica- e incluso en áreas de influencia indígena. (Ej. Parque Nacional Lanín)
11. Exigir la derogación de los artículos de la ley 22.351 de Parques Nacionales que se contraponen con el 75 inciso 17 de la Constitución Nacional y otras normativas nacionales e internacionales adoptadas. 

12. Intervención en la formación de Guardaparques y Guías Turísticos: Incluir en su programa de formación contenidos referidos a la temática indígena, a su cosmovisión y a sus derechos. Incorporar, dentro de su planta docente, representantes indígenas idóneos que puedan actuar como capacitadores docentes. Al mismo tiempo se seguirá trabajando en la propuesta de capacitación de Guardaparques -ya egresados- a través de talleres dictados por representantes indígenas idóneos. Incorporar a la Currícula: modos propios de los Pueblos Indígenas, nombres de plantas y animales en las diferentes lenguas nativas, considerando la Cosmovisión de cada Pueblo. 

13. Derogar leyes que impliquen violación a lugares sagrados y extracción de restos arqueológicos de nuestros antepasados para Museos o la venta a Coleccionistas Privados.

14. Exigimos especial atención por parte del gobierno central en lo que se refiere a la tala indiscriminada de árboles y a la matanza de animales en peligro de extinción, por medio de acciones concretas y efectivas, como por ejemplo: campañas de difusión masiva con el objetivo de concientizar sobre esta realidad a la sociedad en general; y/o la sanción de leyes y decretos específicos para su cese inmediato y/o prohibición, estableciendo penas acordes a los daños que ocasionan tales acciones;

15. Exigimos que el gobierno central destine una partida presupuestaria específica para la capacitación continua y permanente de los Pueblos Originarios, en los temas vinculados a la protección y desarrollo de la biodiversidad y de los conocimientos tradicionales. Con tal partida se asegurará su participación efectiva y suficiente, hasta concretar nuestro total fortalecimiento. Complementando lo anterior, especificamos que serán los Pueblos Originarios involucrados los directos responsables de la administración de dichos fondos.

Sobre minería:

16. Exigimos el Libre Consentimiento Fundamentado Previo- LCFP- de los Pueblos Indígenas en toda acción que involucre el inicio de actividades de tipo minero. En el caso de proyectos en ejecución, que se decrete la suspensión inmediata de los mismos en cualquier etapa de desarrollo que se encuentren, con el fin de evitar los graves e irreversibles efectos que causan sobre la biodiversidad de nuestro Territorio. Ello por el escaso control de dicha actividad por parte del estado, sumado a los enormes costos que la minería provoca en términos ambientales, económicos, sociales y culturales. 

Sobre turismo:

17. Exigimos al gobierno central que todo proyecto o emprendimiento turístico en territorios indígenas sea diseñado, ejecutado y administrado por las Comunidades o Pueblos afectados por el mismo;

18.  Nosotros no negociamos la sangre de nuestra madre. No queremos la guerra. Queremos la paz para todos los Pueblos. Ante la actual situación de los recursos de agua potable para toda la  humanidad, exigimos la participación plena, con decisiones de los Pueblos Originarios en la definición del uso y manejo de este recurso: ríos, arroyos, ojos de agua, aguadas, lagos, lagunas, costas, vertientes, humedales, hielos continentales, tajamares, mallines, cascadas, el acuífero Guaraní, el mal llamado ‘Glaciar Perito Moreno’, las nacientes y cursos, no son negociables. 

19. La Nación Guaraní exige la participación plena y efectiva en la Comisión Nacional e Internacional del acuífero guaraní en resguardo de este patrimonio. Denunciamos ante la opinión pública internacional la apropiación de este recurso a partir de la declaración de ‘patrimonio de la humanidad’, fachada por medio de la cual el imperio global se apodera por la fuerza de los recursos escénicos, biológicos y acuíferos de los países del sur y especialmente de los Territorios y patrimonio de los Pueblos Originarios. 

20. Exigimos la firma de un Acuerdo Federal en pro del respeto a los derechos de los Pueblos Originarios, enmarcados en la normativa internacional y nacional, con participación activa y efectiva de sus miembros.

Uso sustentable y sostenible de los recursos:

21. Los Pueblos Indígenas  poseen un conocimiento rico en lo que se refiere a la biodiversidad agrícola. La valorización y utilización de este conocimiento es de vital importancia para nuestra existencia. Para esto se considera necesario aumentar  el intercambio de información entre Pueblos Indígenas para desarrollar y mejorar las prácticas agrícolas ancestrales y convertir o transformar en sostenibles las prácticas que no lo sean. Para esto se exige el presupuesto indeclinable como deuda histórica que el Estado debe a nuestras civilizaciones.

22. Con respecto a este último tema, se propone:

a) Implementar programas de formación y campañas relativas al uso de organismos genéticamente modificados. Las mismas deben incluir datos específicos sobre la prohibición en la Argentina de Tecnologías de Uso de Restricción Genética -GURTs. 

b) Revalorizar y recuperar conocimientos y técnicas sobre cultivos tradicionales

c) Enriquecer las técnicas tradicionales de cultivos con la utilización de nuevas tecnologías (por ejemplo herramientas) compatibles con la cosmovisión propia de cada pueblo.

d) Revalorizar semillas y plantas utilizadas ancestralmente. 

e) Siempre que se realicen investigaciones, “mejoramiento” y modificaciones sobre especies y/o semillas que han sido domesticadas ancestralmente debe contarse con el Consentimiento Informado Previo de los Pueblos Indígenas. 

f) En los casos en que estas investigaciones deriven en productos mejorados se compartirá la titularidad del mejoramiento (patente).

g) Evitar el reemplazo de semillas tradicionales por semillas modificadas genéticamente.

Con respecto a MINERÍA: los yacimientos deben considerarse propiedad de la Comunidad en que existan, pues están en territorios ocupados ancestralmente. Los recursos obtenidos deben ser para beneficio de sus miembros. Si existieran leyes contrarias, éstas deben ser modificadas.

Comisión Interculturalidad:

“La interculturalidad es un derecho no sólo de los Pueblos Originarios

 sino de la sociedad Argentina en su conjunto”.

Educadora Toba

El Estado Nacional debe: 

1. Los Pueblos Originarios exigimos al Estado Argentino que a través de una restitución histórica garantice en el ámbito educativo el financiamiento para todos los niveles educativos indígenas:

a) la educación autónoma en las comunidades;

b) la creación de centros culturales de los Pueblos Originarios;

c) la formación política de los jóvenes por los propios Pueblos Originarios;

d) reconocer e insertar a los docentes de los Pueblos Originarios como idóneos, validando sus propios conocimientos y prácticas, otorgándoles categoría profesional, en todos los distintos conocimientos culturales (tecnológicos gastronómicos, filosóficos, artísticos, médicos, deportivos, astronómicos, etc.);

e) Respetar el sistema de escritura que cada Pueblo determine por sí mismo para transmitir su idioma.

2. Implementar la Educación Intercultural en el Sistema Educativo Federal como un derecho de todo Argentino y como mecanismo de convivencia y tolerancia cultural. Hoy este principio es comprendido y aplicado a nivel  de las Comunidades de los Pueblos Indígenas y la interculturalidad es algo que los Pueblos Indígenas practican desde hace 500 años, ya haya sido voluntariamente y/o violentamente forzados.

3. Crear una Comisión de Seguimiento Post-Foro para el control y desarrollo de las nuevas políticas públicas para los Pueblos Originarios propuestas al Estado, y la información a la sociedad argentina acerca de dichas políticas. Estará integrada por los representantes de los Pueblos Originarios y de los organismos del Estado, debiendo contar con un presupuesto adecuado. Se promueve sea la CTPI –Comisión de Trabajo de Política Indígena- ampliada con representantes de Pueblos y Provincias con Pueblos Indígenas. La definición de los representantes compete sólo a nuestros Pueblos Originarios por medio de su Parlamento Indígena recientemente conformado.

4. Crear una Comisión Interinstitucional en el tema de educación compuesta por el Gobierno, los Pueblos Originarios, las escuelas, las Universidades públicas y privadas, las Ongs. y los Sindicatos docentes;

5. Reconocer la legitimidad y validez de los conocimientos, de las cosmovisiones y cultura de los Pueblos Originarios;

6. Formación sobre los derechos de los Pueblos Originarios a la sociedad en su conjunto (docentes, funcionarios, sistema judicial, etc.);

7. Creación de un equipo de mediación federal e intercultural;

8. Acordar con la Secretaría de Ciencia y Técnica, las universidades y los organismos financiadores de investigaciones científicas que:

a) El Estado no debe permitir que se realicen investigaciones en el seno de un Pueblo Originario sin que se aplique el derecho al Consentimiento Libre Previo e Informado;

b) Se devuelvan los resultados de las investigaciones a los Pueblos para el control y revisión antes de su difusión;

9. El Gobierno debe obligar a los museos la restitución de restos humanos y elementos de carácter sagrado y ceremonial y la revisión de sus guiones museográficos relativos a los Pueblos Originarios; 

10. Exigimos la repatriación de las urnas funerarias y garantizar la conservación en el lugar; la restitución debe concretarse tanto desde instituciones privadas como públicas;

11. El Gobierno debe desarrollar especializaciones y orientaciones de grado y post-grado en derecho de los Pueblos Originarios en las diversas carreras universitarias y terciarias y no universitarias, con designación de educadores indígenas; 

12. El Gobierno debe implementar los mecanismos para que la Secretaría de Turismo garantice que el Turismo Cultural / Etnoturismo / Turismo en Territorios de los Pueblos Originarios, etc., se desarrolle bajo el control de los propios Pueblos y en su beneficio.

13. Reconocer la EIB –Ecuación Intercultural Bilingüe que se aplica especialmente en las regiones NOA y NEA- como un paso hacia la educación intercultural.

Comisión  Personalidad Jurídica:

“No es la ley la que genera el derecho,

es el derecho el que genera la ley”

Eulogio Frites

1-Creación del Ministerio intercultural de política indígena 

a) implica la creación –a nivel ministerial- de un Mecanismo de Articulación Intercultural entre los distintos Pueblos Indígenas y las instituciones del Estado, así como reglamentar a través de esta institución intercultural todo lo que nos atañe. Esto llevará a que nosotros seamos los propios dueños de los destinos de nuestros Pueblos; 

 


b) la creación de este órgano implica una transformación de la política de Estado, dado que se establece un ámbito intercultural con representación indígena y de las instituciones del Estado. Debe tener potestad, poder, partida presupuestaria, y la capacidad de interaccionar con los otros ministerios que actualmente funcionan: Ministerio de Justicia, Educación, Desarrollo Social, Salud, Economía y otros; 

 

c) en esta instancia ministerial intercultural debe funcionar la co-gestión, co-administración y co-manejo de todas las políticas que involucran el pluralismo de Pueblos Originarios que convivimos en este Estado,  para lo cual  se requerirá la presencia conjunta de los demás ministerios del Estado, se elaborarán políticas en las distintas áreas para los Pueblos Originarios; 

2-  La jerarquización real del INAI como  transición hacia el Ministerio Intercultural

Esto implica cumplir con el dictamen jurídico que obliga al Estado a incorporar la participación indígena. Participación que no debe ser un mero órgano de consulta, sino de definiciones de políticas que respondan a un proyecto de Estado Intercultural. Se debe proveer de la estructura jurídica, administrativa y presupuestaria que los Pueblos indígenas requerimos.

3- Poner en práctica el PLURALISMO JURÍDICO que surge del Convenio 169 de la OIT.

 
a) que la resolución de los conflictos entre indígenas, sean individuos o comunidades, se realice de acuerdo al propio sistema jurídico del Pueblo Indígena a que pertenezcan; 

 b) que en el caso de que se haya involucrado a un indígena en un juicio del sistema jurídico estatal, se debe integrar al mismo un Fiscalizador Indígena; 

 

c) que en los problemas judiciales en los que los Pueblos Indígenas y terceros sean partes debe intervenir la competencia de los tribunales federales; 

 

 4-Modificación del RENACI para INSCRIPCIÓN DE ORGANIZACIONES DE SEGUNDO GRADO

 
Las organizaciones de los Pueblos Originarios con sus comunidades son registradas como Asociaciones Civiles, ejerciendo un control inaceptable sobre las mismas. Por lo tanto se propone:        a) Crear una instancia de expertos originarios y no originarios para elaborar la propuesta de reforma del RENACI. Se propone que la vía para aprobarla se realice por un decreto del poder ejecutivo; 

b) que en esta etapa, las organizaciones de segundo grado dejen de estar registradas como asociaciones civiles y obtengan el reconocimiento del Estado mediante su inscripción en el RENACI como Organizaciones de los Pueblos Indígenas;  

c) Todas las personerías jurídicas, sean de comunidades u organizaciones, serán consideradas como de derecho público no estatal;

 

d) que las Organizaciones de Segundo Grado de los Pueblos Indígenas representativas son aquéllas con referencia territorial; 

 

 5-Se le otorgue jerarquía constitucional al “Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes”

 

El Convenio 169 de la OIT, ratificado en el Congreso como ley 24.071, se constituyó en los hechos y en la letra de la ley en la reglamentación del artículo 75 inciso 17 de la Constitución Nacional. Por lo tanto: el reconocimiento de la preexistencia étnica y cultural de nuestros Pueblos Indígenas y  la administración de nuestros recursos naturales se encuentra legislada y reglamentada. Por tal antecedente constitucional y legislativo, y a tenor de lo previsto en el inciso 22 del mencionado artículo 75 de la Carta Magna, corresponde otorgar jerarquía constitucional al Convenio 169.

Apoya esta postura la opinión del notable constitucionalista argentino, el Dr. Germán J. Bidart Campos,  quien ha emitido juicio favorable al respecto.  El Convenio 169 fue aprobado por la República Argentina y ratificado internacionalmente en el año 2000. Entró en vigencia el 3 de julio del año 2001.

REFLEXIONES FINALES:

· Queremos expresar nuestras condolencias a la triste pérdida de la abuela del Vice- Ministro Daniel Arroyo, hecho ocurrido en el día de la fecha, lo que no impidió que nos acompañara en este evento inédito. 

· Nos genera una fuerte frustración la ausencia de la Ministra de Desarrollo Social Alicia Kirchner en el proceso de los Foros Regionales, cuando había asumido el compromiso de ser madrina de este histórico proceso

· Se aprobó por unanimidad en Plenario General del Foro Nacional, la continuidad de la CTPI -Comisión de Trabajo de Política Indígena-, con mandato expreso de dar continuidad a la coordinación y articulación de las regiones para avanzar en la construcción de la herramienta organizativa, que hoy los Pueblos Indígenas en Argentina estamos ya construyendo. 

· Expresamos nuestro reconocimiento al Proyecto Desarrollo de Comunidades Indígenas – DCI, y en particular a sus autoridades y al Consejo Consultivo del mismo, quienes autorizaron a utilizar recursos del proyecto, para sostener este histórico proceso de protagonismo de cientos de comunidades y autoridades tradicionales en la construcción de políticas públicas para los Pueblos Indígenas. 

· Presentaremos estas Demandas y Propuestas de Acción al Señor Presidente, Dr. Néstor Kirchner, en audiencia a realizarse en los próximos días.

· Los Pueblos Indígenas de Argentina, cerramos este hecho que esperamos sea base para la “nueva relación” de respeto y convivencia en la diversidad de Pueblos para un “País Intercultural”, con nuestros gritos de reafirmación:

JALLALLA – KAUSACHUM –MARICIWEU !!!  (Unidos Estamos de Pie!!!)
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